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1.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 249 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, indique cuál de las siguientes 
demandas se tramitará por las normas del juicio ordinario cualquiera que sea su cuantía:  
 

a) Las que soliciten alimentos debidos por disposición legal o por otro título. 
b) Las que supongan el ejercicio de la acción de rectificación de hechos inexactos y perjudiciales. 
c) Las que supongan el ejercicio de la acción de cesación en defensa de los intereses colectivos y difusos de los 

consumidores y usuarios. 
d) Las que ejerciten una acción de retracto de cualquier tipo. 

 
2.- De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 52.1.9º y 54 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en los juicios en que 
se pida indemnización de los daños y perjuicios derivados de la circulación de vehículos de motor será 
competente el tribunal: 

a) Del lugar en que se causaron los daños. 
b) Del domicilio del demandado. 
c) Del domicilio del actor. 
d) Del domicilio del demandado sin perjuicio de los casos de sumisión expresa o tácita del mismo. 

 
3.- Conforme a la Ley 29/2015 de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil, señale la 
respuesta correcta:  

a) Las solicitudes de cooperación jurídica internacional en materia civil no podrán transmitirse por vía consular o 
diplomática. 

b) Las solicitudes de cooperación jurídica internacional deberán especificar el proceso judicial y el objeto del mismo, 
sin que sea necesario realizar una exposición sumaria de los hechos. 

c) Las autoridades judiciales españolas denegarán las solicitudes de cooperación jurídica internacional cuando el 
proceso de que dimane la solicitud sea de la exclusiva competencia de la jurisdicción española.  

d) Las autoridades españolas no están habilitadas, en ningún caso, para la práctica de diligencias de cooperación 
jurídica internacional que hayan de llevarse a cabo en otro Estado. 

 
4.- Según el artículo 343 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, señale cuál de las siguientes no es causa de tacha de 
los peritos: 

a) Ser cónyuge o pariente por consanguinidad o afinidad, dentro del cuarto grado civil de una de las partes o de sus 
abogados o procuradores. 

b) Tener interés directo o indirecto en el asunto o en otro semejante. 
c) Haber intervenido en otro pleito similar, como perito de parte, cuando las pretensiones de esa parte hayan sido 

desestimadas. 
d) Cualquier circunstancia que, debidamente acreditada, les haga desmerecer en el concepto profesional. 

 
5.- Señale cuál es la alternativa correcta sobre los procedimientos de división judicial de patrimonios: 

a) Cualquier heredero o legatario, sea de parte alícuota o de legado de cosa específica, puede pedir judicialmente la 
división de la herencia. 

b) Solicitada la división judicial de la herencia se acordará, aunque no se hubiere pedido así, la intervención del 
caudal hereditario y la formación de inventario. 

c) El letrado de la Administración de Justicia convocará al Ministerio Fiscal para que represente a los interesados en 
la herencia que sean menores y no tengan representación legítima. 

d) Los acreedores de uno o más coherederos nunca serán convocados por el letrado de la Administración de Justicia, 
ni podrán personarse en el procedimiento de división. 
 
 

6.- En relación con la ejecución provisional de las sentencias es correcto decir que:  

a) El ejecutado solo podrá oponerse a la ejecución provisional una vez que esta haya sido despachada. 
b) La ejecución provisional de una sentencia de primera instancia podrá solicitarse, cuando proceda, pero siempre 

antes de la notificación de la resolución en que se tenga por interpuesto el recurso de apelación. 
c) Siempre que se solicite ejecución provisional de sentencia en primera instancia será necesario prestar caución. 
d) No es posible solicitar ejecución provisional de sentencias dictadas en segunda instancia 
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7.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, cuando el actor manifieste su 
renuncia a la acción ejercitada o al derecho en que funde su pretensión:  

a) El tribunal dictará sentencia absolviendo al demandado, salvo que la renuncia fuese legalmente inadmisible. 
b) El tribunal dictará auto archivando el proceso, salvo que la renuncia fuese legalmente inadmisible. 
c) El letrado de la Administración de Justicia dictará decreto absolviendo al demandado, salvo que la renuncia fuese 

legalmente inadmisible, en cuyo caso dará cuenta al tribunal. 
d) El letrado de la Administración de Justicia dictará decreto absolviendo al demandado y condenando en costas al 

actor si legalmente procediera. 

8.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, para que los tribunales civiles 
tengan competencia en cada caso se requiere que el conocimiento del pleito les esté atribuido: 
 

a) Por normas con rango de ley y anteriores a la incoación de las actuaciones de que se trate. 
b) Por normas con rango de ley orgánica y anteriores a la incoación de las actuaciones de que se trate. 
c) Por normas con rango de ley orgánica y anteriores a la incoación de las actuaciones de que se trate salvo que la 

propia norma prevea efectos retroactivos en esta materia. 
d) Por normas legales o reglamentarias que sean anteriores a la incoación de las actuaciones de que se trate. 

 
9.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, a los Juzgados de Paz les 
corresponde el conocimiento, en primera instancia, de los asuntos civiles:   

a) De cuantía no superior a 300 euros que no estén comprendidos en ninguno de los casos a que, por razón de la 
materia, se refiere el apartado 1 del artículo 250. 

b) De cuantía no superior a 90 euros que no estén comprendidos en ninguno de los casos a que, por razón de la 
materia, se refiere el apartado 1 del artículo 250. 

c) De cuantía no superior a 100 euros que no estén comprendidos en ninguno de los casos a que, por razón de la 
materia, se refiere el apartado 1 del artículo 250. 

d) Ninguna es correcta puesto que los Juzgados de Paz carecen de competencia para conocer de asuntos civiles. 

 
10.- De conformidad con el artículo 64 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la declinatoria se habrá de proponer:  

a) Dentro de los quince primeros días del plazo para contestar a la demanda, y surtirá el efecto de suspender, hasta 
que sea resuelta, el plazo para contestar y el curso del procedimiento principal, suspensión que declarará el letrado 
de la Administración de Justicia. 

b) Dentro de los diez primeros días del plazo para contestar a la demanda, y surtirá el efecto de suspender, hasta 
que sea resuelta, el plazo para contestar y el curso del procedimiento principal, suspensión que declarará el juez 
o tribunal. 

c) Dentro de los diez primeros días del plazo para contestar a la demanda, no suspendiendo el curso del proceso 
salvo que así sea acordado por el juez o tribunal en atención al objeto del litigio. 

d) Dentro de los diez primeros días del plazo para contestar a la demanda, y surtirá el efecto de suspender, hasta 
que sea resuelta, el plazo para contestar y el curso del procedimiento principal, suspensión que declarará el letrado 
de la Administración de Justicia. 

 
11.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 79 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la acumulación de procesos 
se debe solicitar siempre al tribunal que conozca del proceso más antiguo, al que se acumularán los más 
modernos. En relación con esta cuestión, indique la respuesta correcta:  

a) La antigüedad se determinará por la fecha de presentación de la demanda, debiendo el tribunal de oficio incorporar 
a los autos el documento que acredite dicha fecha. 

b) La antigüedad se determinará por la fecha de la admisión de la demanda, debiendo presentarse con la solicitud 
de acumulación la resolución que acredite dicha fecha. 

c) La antigüedad se determinará por la fecha de la presentación de la demanda y si las demandas se hubiesen 
presentado el mismo día, se considerará más antiguo el proceso que se hubiera repartido primero. 

d) La antigüedad se determinará por la fecha de reparto y si las demandas se hubiesen repartido el mismo día, se 
considerará más antiguo el proceso que se hubiera admitido a trámite con anterioridad. 
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12.- Sin perjuicio de lo que pueda establecerse para comunicaciones electrónicas, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 130 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se entiende por horas hábiles:    

a) Las que median desde las ocho de la mañana a las ocho de la tarde, salvo que la ley, para una actuación concreta, 
disponga otra cosa. 

b) Las que median desde las ocho de la mañana hasta las doce de la noche, para los actos de comunicación y 
ejecución. 

c) Las que median desde las diez de la mañana a las nueve de la tarde, salvo que la ley, para una actuación concreta, 
disponga otra cosa. 

d) Las que median desde las siete de la mañana hasta las diez de la noche, para los actos de comunicación y 
ejecución. 
 

13.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 151 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, todas las resoluciones 
dictadas por los tribunales o letrados de la Administración de Justicia se notificarán: 

a) En el plazo máximo de tres días desde su fecha o publicación.  
b) El mismo día de su fecha o publicación en todo supuesto. 
c) En el plazo máximo de dos días desde su fecha o publicación. 
d) El mismo día de su fecha o publicación y si no fuere posible en el plazo máximo de cinco días desde su fecha o 

publicación. 

14.- Según el artículo 214 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, los errores aritméticos en que incurran las resoluciones 
de los tribunales y letrados de la Administración de Justicia:  
 

a) Podrán ser rectificados en cualquier momento. 
b) Podrán ser rectificados de oficio o a instancia de parte únicamente dentro de los dos días hábiles siguientes al de 

la publicación de la resolución. 
c) Podrán ser rectificados de oficio o a instancia de parte únicamente dentro de los tres días hábiles siguientes al de 

la publicación de la resolución. 
d) No podrán ser rectificados si dichas resoluciones son firmes. 

15.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 214 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, contra la resolución que 
decida sobre la aclaración o corrección de una resolución dictada por un tribunal:   

a) No cabrá interponer recurso alguno, sin perjuicio de los recursos que procedan, en su caso, contra la resolución a 
la que se refiera la solicitud o actuación de oficio. 

b) Cabrá interponer recurso de reposición. 
c) No cabrá interponer recurso alguno salvo que la resolución objeto de la aclaración o corrección ponga fin al 

procedimiento, en cuyo caso cabrá interponer recurso de reposición. 
d) No cabrá interponer recurso alguno, sin perjuicio de hacer constar la oportuna protesta a los efectos de hacerla 

valer en la segunda instancia. 

16.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 252 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en los juicios verbales en los 
que se acumulen la acción de desahucio por falta de pago y la de reclamación de rentas o cantidades debidas, la 
cuantía de la demanda:  

a) Vendrá determinada por la suma de ambas acciones. 
b) Será la correspondiente al importe de una anualidad de renta, cualquiera que sea la periodicidad con que ésta 

aparezca en el contrato. 
c) Será indeterminada si en el contrato no consta la periodicidad con la que se devengan las rentas. 
d) Vendrá determinada por la acción de mayor valor. 

 
17.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 432 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, si no compareciere en el 
juicio ninguna de las partes, se levantará acta haciéndolo constar y: 

a) El tribunal, sin más trámites, sobreseerá el proceso. 
b) El tribunal suspenderá el acto y acordará conceder el plazo de cinco días al efecto de que las partes justifiquen su 

ausencia. 
c) El tribunal, sin más trámites, declarará el pleito visto para sentencia. 
d) El tribunal deberá dictar sentencia desestimatoria de las pretensiones del actor sin expresa condena en costas. 
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18.- Son resoluciones definitivas, según el artículo 207.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil: 

a) Las que ponen fin a cualquier instancia y las que decidan los recursos interpuestos frente a ellas. 
b) Las que ponen fin a la primera instancia y las que decidan los recursos interpuestos frente a ellas. 
c) Las que ponen fin a la segunda instancia y las que decidan los recursos interpuestos frente a ellas. 
d) Las que ponen fin a la casación y las que decidan los recursos interpuestos frente a ellas. 
 

19.- De acuerdo con el artículo 207.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil son resoluciones firmes:  

a) Aquéllas contra las que no cabe recurso alguno bien por no preverlo la ley, bien porque, estando previsto, ha 
transcurrido el plazo legalmente fijado sin que ninguna de las partes lo haya presentado. 

b) Aquéllas contra las que no cabe recurso de apelación bien porque, estando previsto, ha transcurrido el plazo 
legalmente fijado sin que ninguna de las partes lo haya presentado. 

c) Aquéllas contra las que no cabe cuestión prejudicial bien por no preverlo la ley, bien porque, estando previsto, ha 
transcurrido el plazo legalmente fijado sin que ninguna de las partes lo haya presentado. 

d) Aquéllas contra las que no cabe recurso de casación bien por no preverlo la ley, bien porque, estando previsto, ha 
transcurrido el plazo legalmente fijado sin que ninguna de las partes lo haya presentado. 

20.- Según el artículo 207.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, las resoluciones firmes:  
 

a) Pasan en autoridad de cosa juzgada, previa declaración como tal por el tribunal del proceso en que hayan recaído. 
b) Pasan en autoridad de cosa juzgada, cuando el tribunal de apelación dicte sentencia. 
c) Pasan en autoridad de cosa juzgada, pero el tribunal del proceso no estará a lo dispuesto en ellas hasta que se 

agoten los recursos posibles. 
d) Pasan en autoridad de cosa juzgada y el tribunal del proceso en que hayan recaído deberá estar en todo caso a 

lo dispuesto en ellas. 
 

21.- La cosa juzgada de las sentencias firmes de conformidad con lo establecido en el artículo 222.1 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil: 

a) Si sólo son estimatorias, excluirá, conforme a la ley, un ulterior proceso cuyo objeto sea idéntico al del proceso en 
que aquélla se produjo.  

b) Si sólo son desestimatorias, excluirá, conforme a la ley, un ulterior proceso cuyo objeto sea idéntico al del proceso 
en que aquélla se produjo.  

c) Sean estimatorias o desestimatorias, excluirá, conforme a la ley, un ulterior proceso cuyo objeto sea idéntico al del 
proceso en que aquélla se produjo.  

d) Sean estimatorias o desestimatorias, no excluirá, conforme a la ley, un ulterior proceso cuyo objeto sea idéntico al 
del proceso en que aquélla se produjo.  

22.- Los litigantes están facultados para disponer del objeto del juicio y podrán según lo previsto en el artículo 
19.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil:  

a) Renunciar, desistir del juicio, allanarse, pero no someterse a mediación o a arbitraje y transigir sobre lo que sea 
objeto del mismo. 

b) Someterse a mediación o a arbitraje y transigir sobre lo que sea objeto del mismo, excepto renunciar, desistir del 
juicio y allanarse. 

c) Renunciar, desistir del juicio, allanarse, someterse a mediación o a arbitraje y transigir sobre lo que sea objeto del 
mismo, excepto cuando la ley lo prohíba o lo determine el Juez o Tribunal por razones de interés general o en 
beneficio de tercero. 

d) Renunciar, desistir del juicio, allanarse, someterse a mediación o a arbitraje y transigir sobre lo que sea objeto del 
mismo, excepto cuando la ley lo prohíba o establezca limitaciones por razones de interés general o en beneficio 
de tercero. 

23.- El recurso de apelación se interpondrá según lo previsto en el artículo 458.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil:  

a) Ante el tribunal que haya dictado la resolución que se impugne dentro del plazo de veinte días contados desde el 
día siguiente a la notificación de aquélla. 

b) Ante el tribunal al que se dirija el recurso dentro del plazo de veinte días contados desde el día siguiente a la 
notificación de aquélla. 

c) Ante el tribunal que haya dictado la resolución que se impugne dentro del plazo de diez días contados desde el 
día siguiente a la notificación de aquélla. 

d) Ante el letrado de la Administración de Justicia del tribunal que haya dictado la resolución que se impugne dentro 
del plazo de veinte días contados desde el día siguiente a la notificación de aquélla. 
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24.- El título ejecutivo europeo y la resolución en que se base según el artículo 21.2 del Reglamento 805/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo:    

a) Podrán ser objeto de revisión en cuanto al fondo en el Estado miembro de ejecución, si, de acuerdo con el derecho 
de este Estado, existen causas de oposición. 

b) No podrán en ningún caso ser objeto de revisión en cuanto al fondo en el Estado miembro de ejecución, salvo 
que, de acuerdo con el derecho de este Estado, existan causas de oposición. 

c) No podrán en ningún caso ser objeto de revisión en cuanto al fondo en el Estado miembro de ejecución. 
d) Podrán ser objeto de revisión en cuanto al fondo en el Estado miembro de ejecución, si el título no se funda en 

una decisión judicial, un documento público y un acuerdo auténtico. 

25.- Según el artículo 455 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ¿contra cuál de las siguientes resoluciones no cabe 
recurso de apelación en ningún caso?:  

a) Contra las sentencias dictadas en los juicios verbales por razón de cuantía cuando esta no supere los 3.000 euros. 
b) Contra las sentencias dictadas en los juicios verbales por razón de materia. 
c) Contra los autos que inadmitan demandas por falta de requisitos procesales que la ley exija en casos especiales. 
d) Contra las sentencias dictadas por los Juzgados de Paz. 

26.- Según el artículo 469 de la Ley de Enjuiciamiento Civil ¿cuál de los siguientes no es un motivo para interponer 
un recurso extraordinario por infracción procesal?: 

a) Infracción de las normas sobre competencia territorial, cuando se trate de fueros especiales. 
b) Infracción de las normas procesales reguladoras de la sentencia. 
c) Infracción de las normas legales que rigen los actos y garantías del proceso cuando la infracción determinare la 

nulidad conforme a la ley o hubiere podido producir indefensión. 
d) Vulneración, en el proceso civil, de derechos fundamentales reconocidos en el artículo 24 de la Constitución. 

27.- Según el artículo 501 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ¿en cuál de los siguientes casos los demandados que 
hayan permanecido constantemente en rebeldía no podrán pretender, del tribunal que la hubiere dictado, la 
rescisión de la sentencia firme?:    

a) En caso de fuerza mayor ininterrumpida, que impidió al rebelde comparecer en todo momento, aunque haya tenido 
conocimiento del pleito por haber sido citado o emplazado en forma. 

b) En caso de acreditación de asistencia letrada ineficaz al demandado rebelde, que le haya impedido ejercitar los 
derechos reconocidos en el artículo 24 de la Constitución.  

c) En caso de desconocimiento de la demanda y del pleito, cuando la citación o emplazamiento se hubieren 
practicado por cédula, a tenor del artículo 161 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, pero ésta no hubiese llegado a 
poder del demandado rebelde por causa que no le sea imputable. 

d) En caso de desconocimiento de la demanda y del pleito, cuando el demandado rebelde haya sido citado o 
emplazado por edictos y haya estado ausente del lugar en que se haya seguido el proceso y de cualquier otro 
lugar del Estado o de la Comunidad Autónoma, en cuyos Boletines Oficiales se hubiesen publicado aquéllos. 

28.- Según el artículo 510 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, habrá lugar a la revisión de una sentencia firme: señale 
la correcta.  

a) Si después de pronunciada, se recobraren u obtuvieren documentos decisivos, de los que no se hubiere podido 
disponer por obra cualquiera de las partes en el proceso. 

b) Si hubiere recaído en virtud de documentos administrativos que al tiempo de dictarse ignoraba una de las partes 
haber sido declarados falsos en un procedimiento administrativo por la autoridad competente. 

c) Si hubiere recaído en virtud de prueba testifical o pericial, y los testigos o los peritos hubieren sido condenados 
por falso testimonio dado en las declaraciones, aunque las mismas no sirvieran de fundamento a la sentencia. 

d) Si se hubiere ganado injustamente en virtud de cohecho, violencia o maquinación fraudulenta. 

29.- Según el artículo 517.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, solo tendrán aparejada la ejecución determinados 
títulos. Señale cuál de los siguientes no se encuentra entre ellos: 

a) La sentencia de condena firme. 
b) Los laudos o resoluciones arbitrales y los acuerdos de mediación, debiendo estos últimos haber sido elevados a 

escritura pública de acuerdo con la Ley de mediación en asuntos civiles y mercantiles. 
c) Las resoluciones dictadas por un órgano administrativo cuyos actos pongan fin a la vía administrativa, siempre 

que así se indique expresamente en la propia resolución. 
d) Las escrituras públicas, con tal que sea primera copia; o si es segunda que esté dada en virtud de mandamiento 

judicial y con citación de la persona a quien deba perjudicar, o de su causante, o que se expida con la conformidad 
de todas las partes. 
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30.-  Según el artículo 518 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la acción ejecutiva fundada en sentencia o en 
resolución arbitral caducará si no se interpone la correspondiente demanda ejecutiva:  

a) Dentro del año siguiente a la firmeza de la sentencia o resolución.  
b) Dentro de los dos años siguientes a la firmeza de la sentencia o resolución. 
c) Dentro de los cinco años siguientes a la firmeza de la sentencia o resolución. 
d) Dentro de los diez años siguientes a la firmeza de la sentencia o resolución. 

31.- Señale la incorrecta respecto de la ejecución provisional, según el artículo 524 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil:   

a) La ejecución provisional se instará por demanda o simple solicitud, según lo dispuesto en el artículo 549 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil. 

b) En la ejecución provisional de las sentencias de condena, las partes dispondrán de los mismos derechos y 
facultades procesales que en la ordinaria. 

c) Mientras no sean firmes, o aun siéndolo, no hayan transcurrido los plazos indicados por esta Ley para ejercitar la 
acción de rescisión de la sentencia dictada en rebeldía, sólo procederá la anotación preventiva de las sentencias 
que dispongan o permitan la inscripción o la cancelación de asientos en Registros públicos. 

d) La ejecución provisional de las sentencias en las que haya sido parte un menor de edad tendrá carácter preferente. 

32.- Según el artículo 35.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, ¿en qué procedimientos la motivación de los actos se realizará de conformidad con 
lo que dispongan las normas que regulen sus convocatorias, debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el 
procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte?:  

a) En todos los actos de los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva. 
b) En los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva. 
c) En todos los actos que pongan fin a un procedimiento administrativo. 
d) En los actos que cada órgano competente estime convenientes, informando previamente a los interesados. 

33.- De acuerdo con lo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción contencioso-administrativa, se 
considera parte demandada:  

a) Exclusivamente a las Administraciones públicas contra cuya actividad se dirija el recurso. 
b) Exclusivamente a las Administraciones públicas contra cuya actividad se dirija el recurso y, excepcionalmente, si 

el demandante fundara sus pretensiones en la ilegalidad de una disposición general, se considerará también parte 
demandada a la Administración autora de la misma, aunque no proceda de ella la actuación recurrida. 

c) A las Administraciones públicas contra cuya actividad se dirija el recurso, y también a las personas o entidades 
cuyos derechos o intereses legítimos pudieran quedar afectados por la estimación de las pretensiones del 
demandante. 

d) Exclusivamente a las personas o entidades cuyos derechos subjetivos pudieran quedar afectados por la 
estimación de las pretensiones del demandante. 

 
34.- Según el artículo 103 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contenciosa-
administrativa, indique a qué órgano del orden contencioso-administrativo le corresponde, a instancia de parte, 
declarar nulos los actos y disposiciones que se dicten para eludir el cumplimiento de las sentencias, salvo que 
careciera de competencia para ello:  

a) Al Tribunal Supremo. 
b) Al Tribunal Superior de Justicia de la respectiva Comunidad Autónoma. 
c) Al órgano jurisdiccional al que corresponde la ejecución de la sentencia. 
d) Al órgano jurisdiccional al que corresponde la apelación, si no cabe ulterior recurso. 

 
35.- Indique cuál es el plazo para interponer el recurso de reposición contra las diligencias de ordenación y 
decretos no definitivos del letrado de la Administración de Justicia, según el artículo 102 bis de la Ley 29/1998, de 
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contenciosa-administrativa:  

a) Tres días. 
b) Cinco días. 
c) Siete días. 
d) Diez días. 

 



 

Página 7 de 17 
 

36.- El plazo para interponer el recurso del procedimiento de amparo judicial de las libertades y derechos, previsto 
en el artículo 53.2 de la Constitución española, en el orden contencioso-administrativo, según el artículo 115 de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contenciosa-administrativa es de:  

a) Tres días. 
b) Cinco días. 
c) Siete días. 
d) Diez días. 

37.- Señale la alternativa correcta en relación con la nulidad de la Sociedad, tras su constitución, según su 
regulación en el artículo 56 del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de Sociedades de capital: 

a) Una vez inscritas, no podrá ejercitarse la acción de nulidad. 
b) La única causa de nulidad que puede alegarse es no haberse establecido en los estatutos la denominación de la 

sociedad. 
c) Una causa de nulidad, entre otras, es no haberse establecido en los estatutos la cifra de capital social. 
d) La incapacidad de todos los socios fundadores no es causa de nulidad. 

 
38.- En relación con las aportaciones sociales, reguladas en los arts. 58 a 66 del Real Decreto Legislativo 1/2010, 
de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de Sociedades de capital, es correcto afirmar que:   

a) En las sociedades de capital pueden ser objeto de aportación el trabajo o los servicios, al igual que en la sociedad 
civil. 

b) Es posible la creación de participaciones o la emisión de acciones, por una cifra inferior a la de su valor nominal.  
c) Las aportaciones dinerarias deben establecerse en euros o en cualquier otra moneda, sin que sea necesario en 

este último caso precisar su equivalencia en euros. 
d) Toda aportación se entiende realizada a título de propiedad, salvo que expresamente se estipule de otro modo.  

 
39.- Indique la alternativa correcta conforme a los artículos 1 a 3 de la Ley 24/2015 de 24 de julio, de Patentes: 
 

a) El Registro de Patentes es único para toda España. 
b) La inscripción en el Registro de Patentes no es un requisito necesario para ejercitar los derechos que concede la 

Ley de Patentes.  
c) Los títulos de propiedad industrial, solo pueden ser solicitados por personas jurídicas, públicas o privadas. 
d) Los titulares de un derecho de propiedad industrial sólo pueden invocar los derechos reconocidos en esta Ley, y 

en ningún caso, otros, aunque hayan sido reconocidos en tratados internacionales ratificados por España. 
 
40.- Señale la alternativa correcta respecto al contrato de seguro, regulado en la Ley 50/1980 de 8 de octubre:  

a) En el contrato no pueden incluirse cláusulas limitativas de derechos de los asegurados. 
b) A pesar del carácter imperativo de esta Ley, serán válidas las cláusulas contractuales más beneficiosas para el 

asegurado. 
c) No es válido el acuerdo de las partes para retrotraer los efectos del seguro a la fecha de su solicitud. 
d) Cuando tomador del seguro y asegurado sean personas distintas, las obligaciones que derivan del contrato de 

seguro se asumen siempre, por ambos, de forma solidaria. 
 

41.- Señale la alternativa correcta respecto a la regulación del seguro de daños en la Ley 50/1980 del contrato de 
seguro:   

a) El seguro de daños tiene por objeto principal cubrir la responsabilidad civil que pueda generar una actuación 
dañosa del asegurado, frente a terceros. 

b) La suma asegurada representa el límite máximo de la indemnización a pagar por el asegurador en cada siniestro. 
c) La acción directa del perjudicado contra la aseguradora es propia del seguro de daños. 
d) El tomador del seguro no puede asegurar, mediante este seguro, bienes de su propiedad. 
 

42.- Señale la alternativa correcta en relación con la regulación del Cheque en la Ley 19/1985, de 16 de julio, 
Cambiaria y del Cheque: 

a) La persona que debe pagar, a quien se denomina librado, necesariamente ha de ser un banco, y debe designado 
en el propio cheque.  

b) El cheque que se libre a favor de una persona determinada, no podrá contener la cláusula “a la orden”. 
c) Es válida la cláusula de intereses que se haga constar en un cheque. 
d) Son válidas las cláusulas que liberen de garantía del pago al librador. 
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43.- Señale la alternativa correcta sobre la regulación de los contratos mercantiles en los artículos 50 a 54 del 
Código de Comercio:   

a) Se rigen, en todo lo relativo a requisitos, modificaciones, excepciones, interpretación y capacidad, a lo establecido 
en el propio Código de Comercio, sin que sea posible la aplicación supletoria del Código Civil. 

b) La declaración de testigos puede ser prueba suficiente por sí sola para acreditar la existencia de cualquier contrato 
mercantil, sin límite de cuantía, al igual que ocurre con los contratos civiles. 

c) Hallándose oferente y aceptante en lugares diferentes hay consentimiento en un contrato mercantil, desde que el 
oferente conoce la aceptación o desde que, habiéndosela remitido el aceptante no pueda ignorarla, sin faltar a la 
buena fe. 

d) Hallándose oferente y aceptante en lugares distintos, los contratos se presumen celebrados en el lugar en el que 
se hizo la aceptación. 
 

44.-  Respecto al procedimiento concursal regulado en Real Decreto Legislativo 1/2020 de 5 de mayo por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley concursal es incorrecto afirmar que:   

a) La declaración de concurso procede siempre que el deudor es insolvente.  
b) La insolvencia puede ser actual o inminente. 
c) Cualquier acreedor puede solicitar el concurso de su deudor, probando determinados hechos externos reveladores 

del estado de insolvencia, detallados en la ley. 
d) El concursado puede ser persona física, o jurídica, sea esta pública o privada. 

 
45.- Señale la alternativa incorrecta respecto al concepto de comerciante y acto de comercio, según establecen 
los artículos 1 a 3 del Código de Comercio: 

a) Es comerciante el que, teniendo capacidad legal para ejercer el comercio, se dedica a él habitualmente. 
b) Son comerciantes las sociedades civiles con ánimo de lucro. 
c) Los actos de comercio a efectos de la aplicación del Código, pueden ser ejecutadas o no por comerciantes. 
d) Existe una presunción legal de ejercicio habitual del comercio en el Código de Comercio. 

46.- Conforme a lo establecido en los artículos 767 y 768 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en el procedimiento 
abreviado es preceptiva la intervención de procurador, representando al investigado:  

a) Desde que de las actuaciones resultare la imputación de un delito contra persona determinada. 
b) Desde el trámite de apertura del juicio oral. 
c) Desde el inicio de las sesiones del juicio oral. 
d) Desde la notificación de la sentencia en primera instancia. 

47.- Conforme a lo establecido por los artículos 239 y 240 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, el querellante será 
condenado al pago de las costas procesales:   

a) Cuando resultare de las actuaciones que ha obrado con temeridad o mala fe. 
b) Cuando viere rechazadas todas sus pretensiones. 
c) Cuando viere rechazadas todas sus pretensiones, salvo que el juzgado o tribunal aprecie, y así lo razone, que el 

caso presentaba serias dudas de hecho o derecho. 
d) Cuando viere rechazadas todas sus pretensiones, salvo en los procesos por delito de injuria o calumnia contra 

particulares. 

48.- De conformidad con lo establecido en el artículo 682 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, el Juez o Tribunal 
podrá, respecto a las sesiones del juicio: Señale la respuesta incorrecta.  

a) Prohibir a los medios de comunicación audiovisuales difundir imágenes de alguna persona que intervenga en las 
mismas. 

b) Prohibir a los medios de comunicación audiovisuales grabar el sonido o la imagen en la práctica de determinadas 
pruebas. 

c) Prohibir a los medios de comunicación audiovisuales divulgar el orden previsto de intervención de las personas  
d) Restringir la presencia de los medios de comunicación audiovisuales. 

 
49.- De conformidad con lo establecido en el artículo 100 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, de todo delito no 
puede nacer acción civil para:  

a) La restitución de la cosa. 
b) La reparación del daño. 
c) La imposición de una pena prevista en el Código Penal. 
d) La indemnización de perjuicios causados por el hecho punible. 
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50.- Conforme al artículo 588 quater b) de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, podrá autorizarse judicialmente la 
colocación y utilización de dispositivos electrónicos que permitan la captación y grabación de las comunicaciones 
orales directas que se mantengan por el investigado siempre que los hechos investigados sean constitutivos de 
alguno de los siguientes delitos:  

a) Delitos dolosos castigados con pena con límite máximo de, al menos, cinco años de prisión, delitos cometidos en 
el seno de un grupo u organización criminal o delitos de terrorismo. 

b) Delitos dolosos castigados con pena con límite máximo de, al menos, tres años de prisión, delitos de trata de seres 
humanos o delitos de terrorismo. 

c) Delitos dolosos castigados con pena con límite máximo de, al menos, tres años de prisión, delitos cometidos en el 
seno de un grupo u organización criminal o delitos de terrorismo. 

d) Delitos dolosos castigados con pena con límite máximo de, al menos, cinco años de prisión, delitos cometidos en 
el seno de un grupo u organización criminal o delitos de genocidio. 

51.- Durante la instrucción de las causas se podrá autorizar judicialmente la medida de investigación tecnológica 
de utilización de dispositivos técnicos de seguimiento y localización que tendrá una duración máxima:   

a) De seis meses a partir de la fecha de su autorización, si bien excepcionalmente, el juez podrá acordar prórrogas 
sucesivas por el mismo o inferior plazo hasta un máximo de dieciocho meses.  

b) De seis meses a partir de la fecha de su autorización, si bien excepcionalmente, el juez podrá acordar prórrogas 
sucesivas por el mismo o inferior plazo hasta un máximo de veinticuatro meses. 

c) De tres meses a partir de la fecha de su autorización si bien excepcionalmente, el juez podrá acordar prórrogas 
sucesivas por el mismo o inferior plazo hasta un máximo de dieciocho meses. 

d) De tres meses a partir de la fecha de su autorización, si bien excepcionalmente, el juez podrá acordar prórrogas 
sucesivas por el mismo o inferior plazo hasta un máximo de doce meses. 

52.- Conforme al artículo 544 ter de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, el Juez de Instrucción podrá dictar una 
orden de protección para las víctimas de violencia doméstica, si bien:  

a) Sólo podrá acordarla de oficio o a instancia de la víctima o persona que tenga con ella alguna de las relaciones 
indicadas en la Ley. 

b) No podrá acordarla de oficio, sino únicamente a instancia de la víctima o persona que tenga con ella alguna de las 
relaciones indicadas en la Ley. 

c) Sólo podrá acordarla a instancia de la víctima o del Ministerio Fiscal. 
d) Podrá acordarla de oficio o a instancia de la víctima o persona que tenga con ella alguna de las relaciones indicadas 

en la Ley o del Ministerio Fiscal. 

53.- Indica el artículo 243 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en relación con la tasación de costas, que se dará 
vista al Ministerio Fiscal y a la parte condenada al pago para que manifiesten lo que tengan por conveniente en el 
término de:  

a) Dos días. 
b) Tres días. 
c) Cinco días. 
d) Diez días. 

54.- Respecto de la sentencia dictada en ausencia dispone el artículo 793 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal:   

a) Haya sido o no apelada es susceptible de ser recurrida en anulación por el condenado con los mismos plazos, 
requisitos y efectos que el recurso de apelación.  

b) Solo en el supuesto que no haya sido apelada es susceptible de ser recurrida en anulación por el condenado con 
los mismos plazos, requisitos y efectos que el recurso de apelación.  

c) Haya sido o no apelada es susceptible de ser recurrida en anulación por el condenado con los mismos plazos, 
requisitos y efectos que el recurso de casación.  

d) Haya sido o no apelada es susceptible de ser recurrida en queja por el condenado con los mismos plazos, 
requisitos y efectos que el recurso de casación.  

55.- De conformidad con lo establecido en los artículos 57.1 y 65 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de la 
resolución de los procedimientos judiciales de extradición pasiva cuyo afectado fuere un nacional español, 
conocerá:  

a) La Audiencia Provincial del lugar de residencia del afectado por el procedimiento. 
b) El juzgado de instrucción del lugar de detención del afectado por el procedimiento. 
c) La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 
d) La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. 
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56.- De conformidad con lo establecido en los artículos 102 y 103 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, no podrán 
ejercitar la acción penal:  

a) Los hermanos entre sí, a no ser por delito o delito leve cometidos por los unos contra las personas de los otros. 
b) Los Magistrados, a no ser por delito o delito leve cometidos contra las personas de sus hermanos consanguíneos. 
c) Los que hubieran sido condenados dos veces por sentencia firme como reos del delito de denuncia o querella 

calumniosa. 
d) Los que gocen de la plenitud de los derechos civiles. 

 
57.- De conformidad con lo establecido en los artículos 109 a 122 del Código Penal, no serán responsables civiles, 
directos o subsidiarios, por los daños y perjuicios dimanantes de un delito:  

a) Los criminalmente responsables del mismo. 
b) Los encubridores del mismo.  
c) Los empresarios, si dicho delito se hubiera cometido por uno de sus empleados o dependientes en el desempeño 

de sus obligaciones o servicios. 
d) Los dueños de los vehículos susceptibles de crear riesgos para terceros, por los delitos cometidos en la utilización 

de aquellos por sus dependientes. 
 
58.- El Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal se regula por: 

a) La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero. 
b) El Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre. 
c) La Ley 50/1981, de 30 de diciembre.  
d) La Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre. 

 
59.- En los delitos perseguibles a instancias de la persona agraviada, según establece el artículo 105.2 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, si aquélla fuere menor de edad, persona con discapacidad necesitada de especial 
protección o desvalida:  

a) No podrá denunciar el Ministerio Fiscal. 
b) Solo podrá denunciar el perjudicado. 
c) Solo podrá denunciar el representante legal. 
d) Podrá denunciar el Ministerio Fiscal. 

60.- Conforme al artículo 520.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal ¿cuál es el plazo máximo ordinario en el que 
el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial?: 

a) Plazo de veinticuatro horas. 
b) Plazo de treinta y seis horas. 
c) Plazo de cuarenta y ocho horas. 
d) Plazo de setenta y dos horas. 

61.- Indique, conforme a lo previsto en el artículo 302 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que regula el secreto 
de sumario, cuál de las siguientes afirmaciones es incorrecta: 

a) El secreto de sumario deberá alzarse necesariamente con al menos diez días de antelación a la conclusión del 
sumario.  

b) El Juez de Instrucción podrá declararlo, si el delito fuera público, a propuesta del Ministerio Fiscal, de cualquiera 
de las partes personadas o de oficio. 

c) El Juez de Instrucción podrá declararlo, si el delito fuera público, por tiempo no superior a un mes cuando resulte 
necesario para los fines previstos legamente. 

d) Se decretará en todos los supuestos de delitos cometidos por persona integrada o relacionada con bandas 
armadas o individuos terroristas o rebeldes.  

62.- De conformidad con lo previsto en el artículo 218 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que regula el recurso 
de queja, señale la afirmación correcta:   

a) Podrá interponerse contra todos los autos apelables del Juez. 
b) Solo podrá interponerse contra las resoluciones en que se denegare la admisión de cualquier clase de recurso. 
c) Solo podrá interponerse contra las resoluciones en que se denegare la admisión del recurso de apelación y 

casación. 
d) Podrá interponerse contra las resoluciones en que se denegare la admisión del recurso de apelación y contra los 

autos no apelables del Juez. 
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63.- De conformidad con lo establecido en el artículo 963.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal , el sobreseimiento 
del procedimiento y el archivo de las diligencias por delito leve: 

a) Podrá acordarlo el Juez de oficio, siempre previa audiencia de las partes, a la vista de que el delito leve resulte de 
muy escasa gravedad o que no exista interés público relevante en la persecución del hecho. 

b) Podrá acordarlo el Juez, cuando lo solicite el Ministerio Fiscal, a la vista de que el delito leve resulte de muy escasa 
gravedad o que no exista interés público relevante en la persecución del hecho. 

c) Podrá acordarlo el Juez de oficio, siempre que medie perdón del ofendido, a la vista de que el delito leve resulte 
de muy escasa gravedad o que no exista interés público relevante en la persecución del hecho. 

d) En ningún caso podrá acordarse el sobreseimiento del procedimiento y el archivo de las diligencias una vez se 
hubiera incoado el procedimiento. 

64.- Conforme al artículo 16 del Código Penal, hay tentativa cuando el sujeto da principio a la ejecución del delito 
directamente por hechos exteriores, practicando todos o parte de los actos que objetivamente deberían producir 
el resultado y:  

a) Expresamente lo disponga la Ley para el delito de que se trate. 
b) El resultado no se produce por causas independientes de la voluntad del autor. 
c) El sujeto evita voluntariamente la consumación del delito desistiendo de la ejecución ya iniciada. 
d) El sujeto evita voluntariamente la consumación del delito impidiendo la producción del resultado. 

65.- Conforme al artículo 129.1 del Código Penal, ¿cuál de las siguientes medidas no es aplicable a las 
agrupaciones sin personalidad jurídica, para el caso de delitos cometidos en el seno, con la colaboración, a través 
o por medio de empresas, organizaciones, grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas 
que, por carecer de personalidad jurídica, no estén comprendidas en el artículo 31 bis?:  

a) Multa por cuotas o proporcional. 
b) Suspensión de sus actividades por un plazo que no podrá exceder de cinco años. 
c) Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo que no podrá exceder de cinco años. 
d) Intervención judicial el tiempo que se estime necesario, que no podrá exceder de cinco años. 

66.- En los casos de eximentes completas, cuando el sujeto fuera declarado exento de responsabilidad criminal, 
la medida de seguridad de internamiento, tendrá la siguiente duración:   

a) No podrá exceder del tiempo que habría durado la pena privativa de libertad, si el sujeto hubiere sido declarado 
responsable, y a tal efecto el Juez o Tribunal fijará ese límite máximo en la sentencia 

b) Se fijará por Juez o Tribunal en la extensión que estime oportuna y podrá exceder del tiempo que habría durado 
la pena privativa de libertad, si el sujeto hubiere sido declarado responsable 

c) Tendrá una duración no superior a cinco años y a tal efecto el Juez o Tribunal fijará el límite máximo en la sentencia. 
d) Tendrá una duración superior a cinco años y a tal efecto el Juez o Tribunal fijará el límite máximo en la sentencia. 

 
67.- Las lesiones causadas por imprudencia menos grave se castigarán:   

a) Cuando se trate de cualquiera de las lesiones previstas en el artículo 147 del Código Penal. 
b) Sólo cuando se trate de las lesiones previstas en los artículos 149 y 150 del Código Penal. 
c) Cuando se trate de las lesiones previstas en los artículos 147.1, 149 o 150 del Código Penal. 
d) Sólo cuando se trate de cualquiera las lesiones previstas en el artículo 149 del Código Penal. 

68.- Comete el delito de allanamiento de morada, conforme al artículo 202 del Código Penal, el particular:   

a) Que, sin habitar en ella, entrare con violencia en morada ajena contra la voluntad de su morador, únicamente. 
b) Que, sin habitar en ella, entrare en morada ajena o se mantuviere en la misma contra la voluntad de su morador. 
c) Que, sin habitar en ella, se mantuviere con violencia en morada ajena contra la voluntad de su morador, 

únicamente. 
d) Que, sin habitar en ella, entrare en morada ajena o se mantuviere en la misma contra la voluntad de su morador, 

siempre que concurra violencia o intimidación.  

69.- ¿Cuál de las siguientes falsedades en documento público, oficial o mercantil, no se castiga en el Código Penal 
si hubiera sido cometida por un particular?: 

a) Simular un documento en todo o en parte, de manera que induzca a error sobre su autenticidad. 
b) Faltar a la verdad en la narración de los hechos. 
c) Suponer en un acto la intervención de personas que no la han tenido. 
d) Alterar un documento en alguno de sus elementos o requisitos de carácter esencial. 
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70.- Conforme al artículo 454 bis del Código Penal, están exentos de las penas impuestas a los encubridores los 
que lo sean de su cónyuge o de persona a quien se hallen ligados de forma estable por análoga relación de 
afectividad, de sus ascendientes, descendientes, hermanos, por naturaleza, por adopción, o afines en los mismos 
grados, con la sola excepción de:   

a) Los que oculten, alteren o inutilicen el cuerpo, los efectos o los instrumentos de un delito, para impedir su 
descubrimiento. 

b) Los que ayuden a los presuntos responsables de un delito a eludir la investigación de la autoridad o de sus agentes, 
o a sustraerse a su busca o captura, siempre que el hecho encubierto sea constitutivo de traición. 

c) Los que ayuden a los presuntos responsables de un delito a eludir la investigación de la autoridad o de sus agentes, 
o a sustraerse a su busca o captura, siempre que el favorecedor haya obrado con abuso de funciones públicas. 

d) Los que auxilien a los autores o cómplices para que se beneficien del provecho, producto o precio del delito, sin 
ánimo de lucro propio. 

71.- De conformidad con lo establecido en el artículo 20.4.º del Código Penal, que establece la circunstancia 
eximente de legítima defensa, en caso de defensa de los bienes se reputará agresión ilegítima: 

a) El ataque a los mismos que constituya delito aunque no los ponga en grave peligro de deterioro o pérdida 
inminentes. 

b) El ataque a los mismos que constituya delito y los ponga en grave peligro de deterioro o pérdida inminentes.  
c) El ataque a los mismos aunque no constituya delito ni los ponga en grave peligro de deterioro o pérdida inminentes. 
d) En caso de defensa de los bienes no existe posibilidad de eximente de legítima defensa. 

 
72.- De conformidad con lo establecido en los artículos 27 y 28 del Código Penal, no son o no serán considerados 
autores del delito:   

a) Los que realizan el hecho constitutivo del mismo por sí solos. 
b) Los que lo encubren. 
c) Los que cooperan a su ejecución con un acto sin el cual no se habría efectuado.   
d) Los que inducen directamente a otro u otros a ejecutarlo. 

 
73.- De conformidad con lo establecido en el artículo 33 del Código Penal, es una pena grave, si se impone a 
persona física: Señale la respuesta incorrecta.  
 

a) La multa proporcional por importe superior al triple del valor del objeto del delito.  
b) La inhabilitación absoluta. 
c) La privación de la patria potestad. 
d) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas por tiempo de ocho años y un día. 

 
74.- Conforme a lo establecido en el artículo 50 del Código Penal, la extensión máxima de la pena de multa 
imponible a una persona jurídica será la de: 
       a)   Dos años. 
       b)   Cinco años. 
       c)   Diez años. 
       d)   Seis años. 

75.- Conforme a lo establecido por el artículo 81, párrafo primero, del Código Penal, para las penas privativas de 
libertad no superiores a dos años, el plazo de suspensión de la ejecución de las mismas será:  
 

a) De seis meses a cinco años. 
b) De tres meses a dos años. 
c) De dos a cinco años  
d) De uno a tres años. 
 

76.- De conformidad con lo establecido en los artículos 379 a 383 de Código Penal, cuál de las siguientes 
conductas no es constitutiva de delito contra la Seguridad Vial: 
 

a) Conducir un ciclomotor y, tras ser requerido por un agente de la autoridad, negarse a someterse a las pruebas 
establecidas para la comprobación de las tasas de alcoholemia. 

b) Conducir un ciclomotor con una tasa de alcohol en aire espirado superior a 1,2 gramos por litro. 
c) Conducir un vehículo a motor con el permiso de conducir caducado por más de un año.  
d) Conducir una motocicleta a velocidad superior en ochenta kilómetros por hora en vía interurbana a la permitida 

reglamentariamente.  
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77.- Conforme al artículo 20 del Código Penal, cuál de las siguientes causas no se incluye entre las que eximen de 
la responsabilidad penal:  

a) El que obre en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo. 
b) El que, al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o alteración psíquica, no pueda 

comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión. 
c) El que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia, tenga alterada gravemente 

la conciencia de la realidad. 
d) La de actuar el culpable a causa de su grave adicción a las drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias 

psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos. 

78.- El artículo 8 del Código Penal establece las reglas para resolver los concursos de leyes, cuál de las siguientes 
no está incluida en dicho precepto:   

a) El precepto general se aplicará con preferencia al especial. 
b) El precepto subsidiario se aplicará sólo en defecto del principal.  
c) El precepto penal más amplio o complejo absorberá a los que castiguen las infracciones consumidas en aquél. 
d) El precepto penal más grave excluirá los que castiguen el hecho con pena menor. 

 

79.- En la enumeración que el artículo 96.3 del Código Penal hace las medidas de seguridad no privativas de 
libertad que pueden imponerse con arreglo al Código Penal, no se incluye:  
 

a) La inhabilitación profesional. 
b) La inhabilitación especial para empleo o cargo público.  
c) La libertad vigilada.  
d) La custodia familiar.  

 
80.- Cuál de los siguientes supuestos no está previsto en el artículo 235 del Código Penal, que castiga el delito de 
hurto agravado con la pena de prisión de uno a tres años:    
 

a) Cuando se sustraigan cosas de valor artístico, histórico, cultural o científico o se trate de cosas de primera 
necesidad y se cause una situación de desabastecimiento. 

b) Cuando se trate de productos agrarios o ganaderos, o de los instrumentos o medios que se utilizan para su 
obtención, siempre que el delito se cometa en explotaciones agrícolas o ganaderas y se cause un perjuicio grave 
a las mismas.  

c) Cuando ponga a la víctima o a su familia en grave situación económica o se haya realizado abusando de sus 
circunstancias personales o de su situación de desamparo. 

d) Cuando al delinquir el culpable hubiera sido condenado ejecutoriamente al menos por tres delitos contra el 
patrimonio, aunque sean de carácter leve, siempre que sean de la misma naturaleza y que el montante acumulado 
de las infracciones sea superior a 400€. 

 
81.- El delito de daños causado por imprudencia grave, según el artículo 267 del Código penal, será castigado con 
la pena de multa de tres a nueve meses, atendiendo a la importancia de los mismos, si la cuantía del daño causado 
es:  

a) Superior a 400 euros. 
b) Superior a 30.000 euros 
c) Superior a 50.000 euros. 
d) Superior a 80.000 euros. 

 
82.- Conforme al artículo 456 del Código penal, relativo al delito de acusación y denuncia falsas, ¿cuál de los 
siguientes requisitos se exige para proceder contra el denunciante o acusador?  
 

a) Que se inicien actuaciones procesales mediante querella. 
b) Que necesariamente formule denuncia el ofendido 
c) Que recaiga sentencia firme o auto también firme, de sobreseimiento o archivo del Juez o Tribunal que haya 

conocido de la infracción imputada. 
d) Que necesariamente formule denuncia el funcionario judicial o administrativo que tenga el deber de proceder a su 

averiguación.    
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83.- De conformidad con el artículo 81 de la Constitución, ¿cuál de las siguientes materias no está reservada a ley 
orgánica?:  

 

a) Las bases de la organización militar. 
b) La composición y competencia del Consejo de Estado. 
c) La regulación de los estados de alarma, excepción y sitio. 
d) La propiedad privada. 

 
84.- Según el artículo 86 de la Constitución, los Decretos-leyes deberán ser convalidados: 

a) Por las Cortes Generales en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación. 
b) Por el Congreso de los Diputados en el plazo de los veinte días siguientes a su promulgación. 
c) Por las Cortes Generales en el plazo de los veinte días siguientes a su promulgación. 
d) Por el Congreso de los Diputados en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación. 

 
85.- De conformidad con el artículo 169 de la Constitución, no podrá iniciarse la reforma constitucional: 

a) En tiempo de guerra, únicamente. 
b) En tiempo de guerra y durante la vigencia del estado de sitio, únicamente. 
c) Únicamente durante la vigencia del estado de alarma, de excepción o de sitio. 
d) Durante la vigencia del estado de alarma, de excepción o de sitio o en tiempo de guerra. 

86.- Cuando se acuerde la declaración del estado de sitio o de excepción en los términos previstos en el artículo 
55 de la Constitución, podrá ser suspendido: 

a) El derecho a la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. 
b) La libertad de cátedra. 
c) El derecho de asociación. 
d) El derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. 

 
87.-  Respecto de la libertad de expresión y libertad de información del artículo 20 de la Constitución no es cierto 
que:  

a) La Constitución reconoce el derecho de comunicar y recibir libremente información veraz por cualquier medio de 
difusión. 

b) El ejercicio de tales derechos puede ser restringido mediante censura previa, si está justificada. 
c) El honor, la intimidad y la propia imagen limitan tales derechos. 
d) Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones en virtud de resolución judicial. 

 
88.- Según el artículo 30 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 
la violencia de género, el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer remitirá un informe al Gobierno y a las 
Comunidades Autónomas sobre la evolución de la violencia ejercida sobre la mujer con una periodicidad: 

a) Trimestral. 
b) Mensual. 
c) Anual. 
d) Semestral. 

89.- Conforme a los artículos 62 y 63 de la Constitución, al Rey le corresponde:  

a) Sólo con la previa autorización del Gobierno, declarar la paz y la guerra. 
b) Aprobar los decretos acordados en el Consejo de Ministros. 
c) Acreditar a los embajadores y otros representantes diplomáticos. 
d) Ejercer el derecho de gracia pudiendo autorizar indultos generales. 

 
 
90.- Según el artículo 78.2 de la Constitución ¿quién es el Presidente de la Diputación Permanente del Senado?:  

a) El Presidente del Congreso de los Diputados. 
b) El senador de mayor edad. 
c) El Presidente del Senado. 
d) El vicepresidente del Gobierno. 
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91.- De conformidad con lo previsto en el artículo 42.1 de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General de 19 de 
junio de 1985, en el caso de elecciones a Cortes Generales, si el Presidente del Gobierno hace uso de la facultad 
de disolución anticipada de las Cortes, el Decreto de convocatoria de elecciones:  

a) Se publicará al día siguiente de su expedición. 
b) Se expedirá el día vigésimo quinto de su expedición. 
c) Se expedirá el día quincuagésimo quinto de su expedición.  
d) Se expedirá el día quincuagésimo cuanto de su expedición.  

 
92.- De conformidad con lo previsto en el artículo 18 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 
Constitucional, para poder ser nombrado Magistrado del Tribunal Constitucional, ¿cuántos años se debe llevar en 
el ejercicio profesional?:  

a) Más de quince años.  
b) Más de diez años. 
c) Más de nueve años. 
d) Más de doce años.  

93.- De conformidad con el artículo 393 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de junio, del Poder Judicial, ¿podrá un juez 
o magistrado desempeñar su cargo en una Audiencia o Juzgado en que haya ejercido la abogacía o el cargo de 
procurador?  

a) No, salvo que hayan transcurrido dos años desde su nombramiento como Juez o Magistrado. 
b) En ningún caso. 
c) Si, en todo caso. 
d) No, salvo que haya transcurrido un año desde su nombramiento como Juez o Magistrado. 

94.- De acuerdo con lo previsto en el artículo 67 de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el 
Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, ¿a quién le corresponde imponer la sanción de suspensión de los 
miembros del Ministerio Fiscal?: 

a) Al Ministro de Justicia. 
b) Al Fiscal General del Estado. 
c) Al Consejo Fiscal. 
d) A la Inspección Fiscal. 

95.- De acuerdo con el artículo 1.1 a) del Real Decreto 467/2006, de 21 de abril, por el que se regulan los depósitos 
y consignaciones judiciales en metálico, tienen la consideración de depósitos judiciales: 

a) Los que se realicen en ejecución voluntaria de títulos que lleven aparejada ejecución. 
b) Los que se realicen con finalidad liberatoria por el obligado al pago de una cantidad. 
c) Los que se constituyan en cumplimiento de fianzas impuestas por los jueces o Magistrados. 
d) Los que se realicen en ejecución forzosa de títulos que lleven aparejada ejecución. 

 
96.- De acuerdo con el artículo 443.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de junio, del Poder Judicial, la condición de 
letrado de la Administración de Justicia no se perderá por:  

a) La pérdida de la nacionalidad española. 
b) Sanción disciplinaria de separación del servicio. 
c) Incapacidad permanente para el servicio. 
d) Inhabilitación absoluta para el ejercicio de cargos públicos impuesta como pena principal o accesoria por los 

tribunales siempre que la misma no sea firme. 

97.- Según el artículo 41 del Estatuto de los Trabajadores, en cuanto a las modificaciones sustanciales de las 
condiciones de trabajo, señale la correcta:  

a) Tendrán la consideración de modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, únicamente las que 
afecten a la jornada de trabajo, el horario y distribución del tiempo de trabajo y el régimen de trabajo a turnos. 

b) La decisión de modificación sustancial de condiciones de trabajo de carácter individual deberá ser notificada por 
el empresario al trabajador afectado y a sus representantes legales con una antelación mínima de 45 días a la 
fecha de su efectividad. 

c) En determinados supuestos legalmente previstos, si el trabajador resultase perjudicado por la modificación 
sustancial tendrá derecho a rescindir su contrato y percibir una indemnización. 

d) La dirección de la empresa podrá acordar modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo aunque no 
existan probadas razones económicas, técnicas, organizativas o de producción. 
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98.- Marque la casilla correspondiente al tipo de proceso que no está incluido entre los atribuidos a la Sala de lo 
Social del Tribunal Supremo según el artículo 9 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción 
social:  

a) Procesos de impugnación de actos de Administraciones públicas atribuidos al orden jurisdiccional social cuando 
hayan sido dictados por el Consejo de Ministros. 

b) Recursos de casación establecidos en la Ley de la Jurisdicción Social. 
c) De la revisión de sentencias firmes dictadas por los órganos jurisdiccionales del orden social y de la revisión de 

laudos arbitrales firmes sobre materias objeto de conocimiento del orden social. 
d) De los procesos sobre tutela de los derechos de libertad sindical, huelga y demás derechos fundamentales y 

libertades públicas, contra el empresario o terceros vinculados a éste por cualquier título, cuando la vulneración 
alegada tenga conexión directa con la prestación de servicios y la vulneración extienda sus efectos a un ámbito 
territorial superior al de la circunscripción de un Juzgado de lo Social y no superior al de la Comunidad Autónoma. 
 

99.- ¿Cuál de las siguientes afirmaciones es incorrecta, sobre la forma y contenido de la demanda, según el 
artículo 80 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la Jurisdicción Social?:  

a) La demanda se formulará por escrito, pudiendo utilizar los formularios y procedimientos facilitados al efecto en la 
oficina judicial donde deba presentarse. 

b) A la demanda se acompañará la documentación justificativa de haber intentado la previa conciliación o mediación, 
o de haber transcurrido el plazo exigible para su realización sin que se hubiesen celebrado, o del agotamiento de 
la vía administrativa, cuando proceda, o alegación de no ser necesarias éstas. 

c) En la demanda podrán alegarse hechos distintos de los aducidos en conciliación o mediación, aunque no se trate 
de hechos nuevos.  

d) La demanda deberá contener La designación del órgano ante quien se presente, así como la expresión de la 
modalidad procesal a través de la cual entienda que deba enjuiciarse su pretensión.  

100.- En cuanto a la ejecución de las resoluciones judiciales dictadas en el orden laboral, según el libro cuarto de 
la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la Jurisdicción Social, señale la correcta:  

a) Nunca cabe la ejecución parcial de una sentencia cuando se hubiere interpuesto recurso contra ella, respecto de 
los pronunciamientos de la misma que no hubieren sido impugnados.  

b) El Ministerio Fiscal será siempre parte en los procesos de ejecución derivados de títulos ejecutivos en que se haya 
declarado la vulneración de derechos fundamentales y de libertades públicas. 

c) La ejecución no podrá suspenderse por ningún motivo una vez iniciada. 
d) El principio de autonomía de la voluntad permite, sin límites, la renuncia incondicionada y total de los derechos 

reconocidos por sentencias favorables al trabajador. 

101.- Señale la afirmación incorrecta respecto de la intervención en el procedimiento laboral del Fondo de Garantía 
Salarial, según el artículo 23 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la Jurisdicción Social:   

a) El Fondo de Garantía Salarial podrá comparecer como parte en el procedimiento laboral, siempre que se persone 
antes de la celebración de la vista. 

b) El letrado de Administración de Justicia citará como parte al Fondo de Garantía Salarial en supuestos de empresas 
incursas en procedimientos concursales. 

c) El Fondo de Garantía Salarial dispondrá de plenas facultades de actuación en el proceso como parte. 
d) El Fondo de Garantía Salarial tendrá la consideración de parte en la tramitación de los procedimientos arbitrales, 

a efectos de asumir las obligaciones previstas en el artículo 33 del Estatuto de los Trabajadores. 

 
102.- Señale la afirmación incorrecta, sobre las especialidades en la audiencia al demandado rebelde en el 
procedimiento ante la jurisdicción social, conforme al artículo 185 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora 
de la Jurisdicción Social:  

a) Será necesaria la declaración de rebeldía del demandado que, citado en forma, no comparezca al juicio. 
b) En los procesos seguidos sin que haya comparecido el demandado, a petición del demandante se podrá decretar 

el embargo de bienes muebles e inmuebles u otras medidas cautelares en lo necesario para asegurar el suplico 
c) La audiencia al demandado se sustanciará ante el órgano que conoció del litigio en instancia. 
d) La pretensión de nulidad de la sentencia o resolución firme por defectos de forma que hayan causado indefensión 

deberá plantearse, de concurrir los presupuestos para ello, por la vía del incidente de nulidad de actuaciones 
regulado en el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
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103.- Según el artículo 32 del Estatuto de los Trabajadores, que regula las Garantías del Salario, señale la respuesta 
correcta:   

a) Los créditos salariales por los últimos treinta días de trabajo y en cuantía que no supere el quíntuplo del salario 
mínimo interprofesional gozarán de preferencia sobre cualquier otro crédito, aunque este se encuentre garantizado 
por prenda o hipoteca. 

b) Los créditos salariales gozarán de preferencia sobre cualquier otro crédito respecto de los objetos elaborados por 
los trabajadores mientras sean propiedad o estén en posesión del empresario (privilegio refaccionario). 

c) Las preferencias reconocidas en el precepto legal citado en el enunciado se aplican directamente incluso cuando 
el empresario se halla declarado en concurso. 

d) El plazo para ejercitar los derechos de preferencia del crédito salarial es de tres años, a contar desde el momento 
en que debió percibirse el salario, transcurrido el cual prescribirán tales derechos. 
 

104.- Regula el artículo 12 de la Ley 20/2011, de 21 de julio del Registro Civil, como deber de las personas ante el 
Registro Civil:  

a) Instar la inscripción cuando ésta tenga carácter declarativo en los casos legalmente previstos. 
b) Instar la inscripción cuando ésta tenga carácter constitutivo en el plazo de un año desde que se hubiera producido 

el hecho que la motive. 
c) Presentar la documentación necesaria incluso cuando los datos correspondientes obren en poder de la 

Administraciones Públicas. 
d) Instar la inscripción cuando ésta tenga carácter constitutivo en los casos legalmente previstos. 

 

 


